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Tal circunstancia conllevó a que luego de adelantado el trámite pertinente, el a quo considerara que se quebrantaron sus derechos fundamentales a la salud y vida en condiciones dignas, por lo cual ordenó a la Sanidad de la Policía que autorizara y fijara fecha para la cita con especialista en hepatología, así como las atenciones posteriores que se deriven de su padecimiento, y en el evento de que estas deben ser realizadas por fuera de la ciudad, le brinde los viáticos necesarios -transporte, hospedaje y alimentación- para ella y un acompañante.

La accionada por su lado mostró su inconformidad única y exclusivamente en lo atiente a la orden que le fuera dada para el pago de los viáticos a la accionante cuando deba atender requerimientos fuera de la ciudad, máxime que debe permitírsele a la entidad aportar la capacidad económica del esposo de la actora.

(…)

Si bien es cierto que en el fallo de primer nivel ninguna orden en particular se impartió frente a la realización de los procedimientos médicos ordenados a favor de la señora FGO, salvo lo relativo a la cita con  especialista ya aludida y los demás exámenes que de este se desprendan para atender su patología hepática -lo que implica que de manera implícita se dispuso del tratamiento integral-, a la hora de ahora lo que aprecia el Tribunal es que todas las valoraciones que le fueron prescritas a la misma por parte del gastroenterólogo, así como la cita con el hepatólogo biliar ya fueron realizadas por Sanidad de la Policía, como así lo informó a esta Corporación la misma actora .

Y tal circunstancia en sentir de la Sala conlleva a pregonar que frente a dichas circunstancias se ha configurado la carencia actual del objeto por hecho superado, según lo tiene sentado la jurisprudencia constitucional, y por ende habrá de adicionarse el fallo para decretarse lo pertinente.

(…)

Aun así, es evidente que el hecho de que una persona deba permanecer por un determinado tiempo lejos de su lugar de residencia, y acompañada de otra persona, requiere de cierta capacidad económica con miras a evitar que para atender tales situaciones se vea afectado su mínimo vital y por ende su propia subsistencia, por lo cual se hace evidente que la accionada debe cubrir los gastos en que pueda incurrir la accionada (sic) y su acompañante cuando la atención médica derivada de su patología hepática deba atenderse en ciudad distinta.

Si bien cuestiona la accionada que la señora FGO puede valerse por sí misma, no se debe perder de vista que la misma tiene 66 años, que padece de diversas afecciones, entre ellas hernias a nivel discal que le generan complicaciones en su movilidad, como así lo informa en la acción de tutela, lo cual no fue desvirtuado por la entidad accionada, y todo ello implica que para cualquier tipo de desplazamiento fuera de la ciudad deba estar acompañada de otra persona.
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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el Jefe Seccional de Sanidad Risaralda de la Policía Nacional, contra el fallo proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela presentada por la señora FGO.

2.- DEMANDA 

De la información suministrada por la señora FGO se aprecia lo siguiente: (i) a raíz de las afecciones médicas que padece y de los diferentes procedimientos que se le han efectuado por los dolores a nivel abdominal, le fue diagnosticado en el Hospital Pablo Tobón Uribe de Medellín un “tumor de comportamiento incierto o desconocido del hígado de la vesícula biliar y del conducto biliar –en estudio- quiste biliar –en estudio-“ sin realizarse tratamiento o cirugía a raíz de la inflamación de su hígado, por lo que el especialista en cirugía hepatobiliar le dio salida, pero con orden para cirugía en cinco meses; (ii) en marzo 07 de 2018 le debían practicar exámenes y dar la orden para el control pertinente, pero solo le realizaron una ecografía de hígado y vías biliares, donde se aprecia que su enfermedad avanza, además de presentar cambios de nefropatía crónica y le sugieren pruebas de función renal; (iii) además de los quistes en el hígado, también tiene en el riñón, los cuales no han sido tratados, y ello es crónico, lo que implica que los tiene de tiempo atrás y solo se enteró en el examen de marzo 07 de 2018; (iv) Sanidad de la Policía le deja pendiente la orden con el hepatólogo biliar, por cuanto, según ellos, no la recibían en el Hospital Pablo Tobón Uribe, lo que no es creíble, toda vez que es uno de los pocos centros médicos donde se cuenta con dicha especialidad; (v) pese a que su problema médico solo puede ser manejado por el hepatólogo biliar, fue enviada ante un gastroenterólogo, el cual le ordenó la práctica de diversos exámenes -resonancia magnética de abdomen total simple; proteinuria en orina; creatinina; bun; hemograma, urograma y homograma- los cuales no le han sido autorizados, como tampoco el control con el especialista en hepatología quien debía valorarla en febrero 13; (vi)  pese a ser una adulta mayor, quiere vivir y tener calidad de vida digna, ya que su enfermedad en el hígado puede empeorar si no se controla a tiempo, lo que incluso puede comprometer su vida, máxime que también tiene afectados sus riñones, y (vii) los procedimientos a realizar tienen un costo de $1.000.000 pesos, así como la consulta con especialista, y con los gastos de desplazamiento con un acompañante a Medellín, ascendería a $1.800.000, y aunque Sanidad le dice que pague de manera particular que en 60 días le reembolsan, ello no es posible pues tal suma es la pensión de su esposo con la que cubren sus gastos básicos.

Pide que se proteja su derecho fundamental a la salud en conexidad con la vida, y se ordene a Sanidad de la Policía, Seccional Risaralda, que: (i) autorice la práctica de los exámenes ordenados; (ii) sea enviada a Medellín donde el especialista en hepatología biliar con los resultados de esos procedimientos para que disponga el tratamiento de su enfermedad; (iii) se le den viáticos, para ella y un acompañante para su desplazamiento a Medellín.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la tutela, el despacho dispuso vincular a la Dirección Seccional de Sanidad de la Policía Nacional.

Al respecto el jefe de dicha dependencia informó lo siguiente: (i) se autorizó la resonancia magnética de abdomen total, y para los exámenes de proteínas en orina, creatinina, hemograma y uroanálisis no requiere orden, y serían realizados por la actora en mayo 28 de 2018; (ii) frente a la cita con cirujano hepatobiliar en Medellín, se le indicó que ello solo fue una cita y de requerir valoración por dicha especialidad esta se realice en Bogotá en el Hospital de la Policía, por lo que una vez se realicen dichos procedimientos se generara la cita con tal especialidad; (iii) frente al pago de viáticos, debe estudiarse que la paciente y su esposo no pertenecen al régimen subsidiado, sino al de Salud de la Policía y son beneficiarios de una bonificación que oscila en $2.000.000, lo que les permite contribuir al autosostenimiento del sistema de salud de las Fuerzas Militares y de Policía, como lo demanda la Ley 1751 de 2015; (iv) no se ha vulnerado derecho alguno, pues se ha cumplido de acuerdo con los procedimientos establecidos para ello, por lo cual la acción no puede prosperar  y en consecuencia debe ser negada.
- La accionante informa que la cita con el hepatólogo biliar en Bogotá le fue asignada para mayo 31 de 2018, fecha en la cual no alcanzan a entregarle los resultados de la resonancia magnética, y la entidad no le cubre los gastos de viaje, como así se lo indicaron a su hija, y al no contar con familiares en dicha ciudad, ello se torna en una barrera para acceder a su salud al no tener recursos para su desplazamiento ni de su acompañante, máxime que es un viaje por tierra y por su patología de riñón y hernias que padece  no le permiten tener una misma posición por más de una hora, por el dolor de espalda e incapacidad para movilizarse.  Pide que no se decrete un hecho superado por cuanto la accionada debe darle viáticos en medio aéreo para acudir a Bogotá con su acompañante, al ser una adulta mayor con dificultad para caminar y valerse por sí misma, lo cual fue negado de manera verbal.

3.2.- Culminado el plazo constitucional el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) mediante providencia de mayo 25 de 2018, tuteló los derechos fundamentales a la salud y vida digna de la señora FGO y le ordenó a la Dirección de Sanidad Seccional Risaralda de la Policía Nacional, que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación del fallo, autorice y fije como fecha para la cita médica con especialista en hepatología, para lo cual proporcionará todo lo necesario para dicho servicio, así como las atenciones posteriores que se deriven de su padecimiento; así mismo que en el evento de autorizar exámenes médicos, citas con especialista, cirugías o algún otro servicio fuera de la ciudad, le brindará a la accionante los viáticos necesarios, para ella y un acompañante.

4.- IMPUGNACIÓN

En término oportuno el Jefe Seccional de Sanidad Risaralda de la Policía Nacional expresa lo siguiente: (i) la señora FGO es beneficiaria del subsistema de salud de la Policía y su esposo devenga una pensión de aproximadamente $1.500.000; (ii) el objeto de la Seccional de Sanidad es prestar servicios de salud, sin embargo cuando se realizan actividades de salud por fuera de la ciudad suministra el servicio de transporte; (iii) dentro del ordenamiento jurídico no existe que la alimentación para el paciente y acompañante esté a cargo de las EPS, a sabiendas que cuentan con los recursos necesarios para suplir tal necesidad y no hay concepto médico que indique que la paciente no puede valerse por ella misma; (iv) se ordenó al programa médico domiciliario efectuar visita para definir si la usuaria tiene los recursos para cubrir alojamiento y alimentación, ya que la jurisprudencia señala que es la EPS quien debe desvirtuar o definir si existe incapacidad económica, por lo cual debe permitirse que se aporte tal circunstancia; (v) pide que se revoque el fallo pues la entidad ha cumplido las órdenes médicas necesarias para la salud del accionante,  que el esposo de la accionante aporte desprendible de pago y de ratificarse la decisión del juzgado, se autorice a sanidad que realice el recobro ante el FOSYGA, con ocasión de los servicios excluidos del POS de las Fuerzas Militares y de Policía.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), según las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto amparó los derechos fundamentales de la señora FGO. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, modificándola o revocándola, como lo pide la entidad recurrente.
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el presente asunto, se aprecia que la señora FGO acudió ante el juez constitucional con miras a buscar la protección de sus derechos fundamentales a la salud y vida en condiciones dignas que estima vulnerados por la Dirección Seccional de Sanidad de la Policía, por cuanto no le autorizan los exámenes requeridos, ni se le otorga la cita con especialista en hepatología biliar, como tampoco se le suministran los viáticos que genere el desplazamiento a Medellín o Bogotá, donde debe ser atendida por tal profesional.

Si bien la accionada al dar respuesta a la tutela señaló que ya había autorizado la realización de algunos de los procedimientos ordenados a la enferma, así como la cita con especialista en hepatología biliar en la ciudad de Bogotá, D.C., el despacho de primer nivel estimó que no se presentaba la carencia actual de objeto por hecho superado, por cuanto la cita requerida no había sido efectuada, como tampoco los demás exámenes y por ende esa mera autorización no configura la prestación efectiva del servicio.

Tal circunstancia conllevó a que luego de adelantado el trámite pertinente, el a quo considerara que se quebrantaron sus derechos fundamentales a la salud y vida en condiciones dignas, por lo cual ordenó a la Sanidad de la Policía que autorizara y fijara fecha para la cita con especialista en hepatología, así como las atenciones posteriores que se deriven de su padecimiento, y en el evento de que estas deben ser realizadas por fuera de la ciudad, le brinde los viáticos necesarios -transporte, hospedaje y alimentación- para ella y un acompañante.

La accionada por su lado mostró su inconformidad única y exclusivamente en lo atiente a la orden que le fuera dada para el pago de los viáticos a la accionante cuando deba atender requerimientos fuera de la ciudad, máxime que debe permitírsele a la entidad aportar la capacidad económica del esposo de la actora.
Sea lo primero referir que la salud es un derecho fundamental, como así lo ha sostenido desde tiempo atrás la Corte Constitucional, lo cual fue debidamente reconocido con la expedición de la Ley Estatutaria 1751 de 2015
. Al respecto, la jurisprudencia ha señalado:
el artículo 49 de la Carta, […] consagró que toda persona tiene el derecho de acceso a la protección y recuperación de su salud, el cual se encuentra a cargo del Estado y que debe ser prestado conforme a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad.

Así, en desarrollo de las normas constitucionales citadas, el Congreso expidió la Ley 100 de 1993 “por medio de la cual se crea el Sistema General de Seguridad Social”, con el objetivo de otorgar el amparo frente a aquellas contingencias a las que puedan verse expuestas las personas con la posibilidad de afectar su salud y su situación económica. En ese orden, el sistema fue estructurado con los siguientes componentes: (i) el Sistema General en Pensiones, (ii) el Sistema General en Salud, (iii) el Sistema General de Riesgos Profesionales y (iv) Servicios Sociales Complementarios.

De igual forma, y por interesar a esta causa, la mencionada ley dispone como uno de los objetivos del Sistema General en Salud, crear condiciones de acceso a todos los niveles de atención para toda la población, orientado por los principios de universalidad, calidad y eficiencia, entre otros.

Asimismo, la Ley 1751 de 2015 reconoció el carácter fundamental que comporta este derecho, tal como lo venía señalando la jurisprudencia constitucional. Dicha garantía, consiste en una serie de medidas y prestación de servicios, en procura de su materialización, en el más alto nivel de calidad e integralidad posible.
 
En ese orden, esta Corte ha sostenido que, en virtud del derecho fundamental a la salud, el Estado está en la obligación de adoptar aquellas medidas necesarias para brindar a las personas este servicio de manera efectiva e integral, derecho que, de encontrarse de alguna manera amenazado, puede ser protegido por vía de acción de tutela” 

En el presente asunto se evidencia que la señora FGO sufre de algunas patologías de índole hepático, por lo cual le fue prescrita por parte de un gastroenterólogo diversos procedimientos, mismos que como indicó la entidad accionante no requerían autorización alguna, toda vez que se realizan en las instalaciones médicas de la Policía Nacional para lo cual se señaló la fecha respectiva. Así mismo que le fue ordenada la práctica de la resonancia magnética de abdomen e igualmente se le otorgó cita con hepatólogo biliar con sede en el Hospital Militar de Bogotá.
Si bien es cierto que en el fallo de primer nivel ninguna orden en particular se impartió frente a la realización de los procedimientos médicos ordenados a favor de la señora FGO, salvo lo relativo a la cita con  especialista ya aludida y los demás exámenes que de este se desprendan para atender su patología hepática -lo que implica que de manera implícita se dispuso del tratamiento integral-, a la hora de ahora lo que aprecia el Tribunal es que todas las valoraciones que le fueron prescritas a la misma por parte del gastroenterólogo, así como la cita con el hepatólogo biliar ya fueron realizadas por Sanidad de la Policía, como así lo informó a esta Corporación la misma actora
.

Y tal circunstancia en sentir de la Sala conlleva a pregonar que frente a dichas circunstancias se ha configurado la carencia actual del objeto por hecho superado, según lo tiene sentado la jurisprudencia constitucional
, y por ende habrá de adicionarse el fallo para decretarse lo pertinente.
No obstante, debe indicarse que en el fallo impugnado se ordenó que la entidad debe atender las atenciones posteriores a la cita con especialista en hepatología y como así lo refirió la accionante, tal especialista le ordenó una nueva cita de control en cinco meses, esto es, para inicios del mes de diciembre, y en ese orden de ideas la Dirección Seccional de Sanidad de la Policía deberá atender tal requerimiento, así como disponer la práctica de los exámenes que deberá practicársele a la misma con miras a que el profesional evalúe si se hace necesario o no una intervención quirúrgica.

Ahora bien, en punto de lo que es materia de la impugnación por parte del Jefe Seccional de Sanidad Risaralda, debe decirse lo siguiente:

Fue enfática igualmente la accionada en señalar que cuando se deben efectuar actividades médicas fuera de la ciudad se brinda el transporte para la paciente, y ello en el presente asunto tuvo ocurrencia, toda vez que para la realización de la cita por hepatólogo biliar en Bogotá, a la señora FGO se le suministraron tiquetes aéreos para ella y una acompañante, y ello en criterio de la Corporación obedece a que en el artículo 34 del Decreto 1795/00 por medio del cual se estructura el Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, se establece que el Plan de Atención Básica para ese régimen especial es el contemplado en el artículo 165 de la Ley 100/93, es decir, el Plan Obligatorio de Salud, y el Ministerio de Salud mediante Resolución 005521 del 27-12-13 plasmó lo siguiente:
“Artículo 125. Transporte del paciente ambulatorio. El servicio de transporte en un medio diferente a la ambulancia, para acceder a una atención incluida en el Plan Obligatorio de Salud, no disponible en el municipio de residencia del afiliado, será cubierto con cargo a la prima adicional para zona especial por dispersión geográfica. Parágrafo. Las EPS igualmente deberán pagar el transporte del paciente ambulatorio cuando el usuario debe trasladarse a un municipio distinto a su residencia para recibir los servicios mencionados en el artículo 10 de esta resolución, cuando existiendo estos en su municipio de residencia la EPS no los hubiere tenido en cuenta para la conformación de su red de servicios. Esto aplica independientemente de si en el municipio la EPS recibe o no una UPC diferencial.”

Así mismo, la Corte Constitucional ha considerado que el transporte dentro del sistema de salud no es un servicio médico, sino una prestación que permite el acceso a las atenciones que requiere un paciente
. Al respecto, el Alto Tribunal ha señalado que: “si bien el transporte y hospedaje del paciente no son servicios médicos, en ciertos eventos el acceso al servicio de salud depende de que al paciente le sean financiados los gastos de desplazamiento y estadía en el lugar donde se le pueda prestar atención médica. (…) Así pues, toda persona tiene derecho a que se remuevan las barreras y obstáculos que impidan a una persona acceder a los servicios de salud que requiere con necesidad, cuando éstas implican el desplazamiento a un lugar distinto al de residencia, debido a que en su territorio no existen instituciones en capacidad de prestarlo, y la persona no puede asumir los costos de dicho traslado”
. 
Ahora bien, en punto del suministro de los viáticos –alimentación, hospedaje y transporte- refiere que la EPS no está obligada a otorgarlos, máxime cuando el núcleo familiar de la accionante posee los recursos necesarios para suplir dicha necesidad, lo que sustenta en que el esposo de la accionante devenga aproximadamente $1.500.000.oo Y a ese respecto debe indicarse que salvo esa manifestación, la Dirección de Sanidad no acreditó que en efecto la señora FGO o su cónyuge cuenten con los recursos suficientes para asumir los costos que demanda la estadía en otra ciudad, a raíz de los servicios médicos que a la misma le puedan ser ordenados con ocasión de su patología.

Véase que la jurisprudencia constitucional ha referido que en situaciones especiales la tutela procede para el reconocimiento de transporte y viáticos a quienes por circunstancias médicas y de vulnerabilidad requieren trasladarse a otras ciudades para recibir atención en salud, al ser este es el único medio que tienen para obtenerla. Situación que se ve truncada por la existencia de barreras económicas, las cuales aunque no son del resorte de los servicios prestados por las EPS, impiden en muchas ocasiones el acceso a la salud, pues en la práctica de poco sirve tener autorizados procedimientos, citas o terapias, cuando las mismas se otorgan en una ciudad a la que el paciente difícilmente podría llegar. La jurisprudencia constitucional en Sentencia T-433/14 expresó:

“[…] la Corte ha señalado que su rigor normativo excluye hipótesis que conforme a la jurisprudencia constitucional se entienden como susceptibles de ser cubiertas en casos particulares y específicos, como ocurre con el servicio de transporte y alojamiento al usuario y a un acompañante, cuando su situación económica les impide asumir el costo de un traslado y el respectivo hospedaje y manutención en una ciudad distinta a la que residen, con el propósito de acudir a citas, procedimientos o tratamientos médicos de los que depende la salvaguarda de la integridad física o la vida digna de un menor de edad o de una persona con discapacidad. En las anteriores circunstancias, esta Corporación haya señalado que es procedente conceder el transporte y alojamiento del paciente y de un acompañante, toda vez que la ausencia de recursos económicos, se convierte en una barrera injustificada para el acceso a servicios médicos necesarios para mejorar la condición de salud del paciente
.”
En el presente asunto, aunque la entidad cuestiona que el esposo de la actora cuenta con recursos para atender tales requerimientos, en tanto es pensionado de la Policía Nacional, no obra probanza alguna ni se allegó el estudio que al parecer por parte del programa médico domiciliario se adelantó para establecer tal capacidad económica, desconociéndose si en realidad el núcleo familiar de la accionante cuenta con los recursos para atender de su propio peculio los gastos que conlleve no solo el desplazamiento sino la manutención de la señora FGO y un acompañante en otra ciudad distinta a Pereira para las atenciones médicas que requiera. Mírese nada más que la accionada atinó a decir al momento de contestar la tutela que el esposo de la actora devengaba aproximadamente $2.000.000.oo, pero en el recurso ya la tasó en solo $1.500.000.oo, lo que indica que no se tiene certeza si tales cifras son o no correctas.

Aun así, es evidente que el hecho de que una persona deba permanecer por un determinado tiempo lejos de su lugar de residencia, y acompañada de otra persona, requiere de cierta capacidad económica con miras a evitar que para atender tales situaciones se vea afectado su mínimo vital y por ende su propia subsistencia, por lo cual se hace evidente que la accionada debe cubrir los gastos en que pueda incurrir la accionada y su acompañante cuando la atención médica derivada de su patología hepática deba atenderse en ciudad distinta .

Si bien cuestiona la accionada que la señora FGO puede valerse por sí misma, no se debe perder de vista que la misma tiene 66 años, que padece de diversas afecciones, entre ellas hernias a nivel discal que le generan complicaciones en su movilidad, como así lo informa en la acción de tutela, lo cual no fue desvirtuado por la entidad accionada, y todo ello implica que para cualquier tipo de desplazamiento fuera de la ciudad deba estar acompañada de otra persona.

Ahora bien, en punto de  la facultad de ejercer acción de recobro ante el FOSYGA -hoy Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud (ADRES) 
- como lo pide la Dirección de Sanidad accionada, debe decirse que desde la sentencia T-760/08, la Corte Constitucional impuso una serie de órdenes al Ministerio de la Protección Social y al entonces administrador fiduciario FOSYGA, para que adoptaran medidas que garanticen que el procedimiento de recobro por parte de las EPS sea ágil con miras a asegurar el flujo de recursos necesario para proteger efectivamente el derecho en el sistema, y dentro de ellas señaló que el hecho de no establecerse de forma expresa en la parte resolutiva del fallo de tutela la autorización para el recobro,  sea óbice para prestar el servicio médico no cubierto por el POS ni para reconocer el derecho al recobro de los costos en que incurra, pues bastará con que la ADRES constate que la Dirección Seccional de Sanidad de la Policía no se encuentra legal ni reglamentariamente obligada a asumirlo.

En la sentencia T-727 de 2011, la Alta Corporación Constitucional plasmó lo siguiente:

“Por último, en relación con la orden de recobro al Fosyga sostiene la Sala, de conformidad con lo expuesto en la parte considerativa del presente fallo, que la entidad demandada, Salud Total EPS, tiene la posibilidad de repetir contra el Fondo de Solidaridad y Garantía del sistema general de seguridad social en salud, si hubiere lugar, por el valor de los gastos en los que incurra por el suministro de servicios médicos excluidos del POS, en los términos de la ley 1438 de 2011, es decir por el 100% de los costos de los servicios excluido del POS.

De acuerdo con lo anterior y teniendo en cuenta lo expresado por esta Corporación en la sentencia T-760 de 2008, no le es dable al Fosyga negar el recobro que las EPS presenten, en los eventos en que estas tengan que asumir procedimientos, tratamientos, medicamentos que no se encuentran dentro del POS, por el simple hecho de no estar reconocido de manera expresa en la parte resolutiva del correspondiente fallo de tutela, es decir, basta, para que proceda dicho recobro, con que se constate que la EPS no se encuentra en la obligación legal ni reglamentaria de asumir su costo o valor, de acuerdo con lo que el plan de beneficios de que se trate establezca para el efecto.

Así las cosas, la Sala se abstendrá de autorizar de manera expresa, a Salud Total EPS, para que recobre ante el Fosyga el valor de los procedimientos, tratamientos, medicamentos que no se encuentran dentro del POS que requiera el paciente y, para el efecto, será suficiente que se establezca que no está obligada ni legal ni reglamentariamente a asumirlos […]”.
De lo anterior se advierte que no es necesario que el juez constitucional emita un pronunciamiento en relación con la facultad que tienen las entidades promotoras de salud, o en este caso la Dirección Seccional de Sanidad de la Policía Nacional, para ejercer la acción de recobro frente a la autoridad legalmente comprometida a suministrar aquellos excluidos del plan de beneficios, toda vez que este no un requisito que se les pueda exigir para obtener su reconocimiento, como bien lo señaló el a quo en la providencia confutada. 
ANOTACION ADICIONAL

Se llama la atención a la Secretaria del Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), para que preste mayor atención a los trámites de notificación y ejecutoria de las acciones constitucionales con el fin de evitar la dilación de los trámites posteriores, como se evidenció en este asunto.  

Así se asegura por cuanto en el presente caso el término de ejecutoria venció en  junio 01 de 2018, pero aun así el expediente pasó a despacho del funcionario judicial solo en junio 26, es decir, estuvo por 25 días en la Secretaría sin habérsele dado el impulso pertinente, y como si fuera poco, se aprecia que el auto que ordenó la remisión de la actuación a esta Corporación no fue suscrito por el funcionario judicial, lo que podría llevar a pensar que este no tuvo conocimiento de la tardanza en el envío de las diligencias. 
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento, en cuanto amparó el derecho fundamental a la salud y vida en condiciones dignas de la señora FGO, al disponer la práctica de todas las atenciones posteriores que le fueran ordenadas por el especialista en hepatología biliar, e igualmente para que suministre a la accionante y un acompañante el transporte y los demás viáticos -alimentación y alojamiento- cuando para acceder al servicio de salud deban desplazarse a una ciudad diferente a Pereira (Rda.).
SEGUNDO: SE ADICIONA el fallo adoptado para NEGAR el amparo reclamado por la señora FGO para la realización de los exámenes que le fueran ordenados, al tratarse de un hecho ya superado.

TERCERO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Por medio de la cual se regula el derecho fundamental a la salud y se dictan otras disposiciones. 


� Ver sentencias T-499 de 2009 y T-152 de 2010 entre otras.


� Sentencia T-062 de 2017. 


� Ver folio 4 Cuaderno del Tribunal. 


� Véase entre otras, la sentencia T-727 de 2010.


� Sentencia T-388 de 2012. 


� Sentencia T-760 de 2008, T-022 de 2011 y T-481 de 2011.


� Véanse, entre otras, las Sentencias T-524 de 2012 y T-679 de 2013.


� El artículo 66 de la Ley 1753 de 2015 creó la Entidad Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud (SGSSS) – ADRES o Banco de la Salud, entidad esta que reemplazó al Fondo de Solidaridad y Garantía (Fosyga), cuya estructura fue reglamentada mediante Decreto 1429 de 2016, la cual tiene dentro de sus funciones, entre otras, la de administrar los recursos tanto del Fosyga como del Fondo de Salvamento y Garantías para el Sector Salud (Fonsaet).
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